

PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a informar:

1 - Copia certificada del expediente por el cual se le otorgó el beneficio jubilatorio ordinario al Dr. Rodolfo Vigo, ex Ministro de la Corte Suprema de Justicia.

2 - Solicite a la ANSES, a la Caja Municipal de Jubilaciones y Pensiones de la Ciudad de Santa Fe, y a la Caja de Seguridad Social de Abogados y Procuradores, se informe sobre el carácter y en base a qué régimen de reciprocidad, reconocieron los servicios del Dr. Vigo para hacerlos valer ante la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe, remitiendo a esta Cámara copia certificada de los mismos. 

Señor Presidente:

I - Recientemente se conoció el otorgamiento de la jubilación ordinaria al miembro de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, Dr. Rodolfo Vigo, y trascendió que el citado tuvo una antigüedad de 22 años en la Provincia, y que su edad oscila entre los 61 y 62 años. Con esos parámetros, el beneficiario no llegaría a cumplir los requisitos exigidos por la ley vigente para obtener el beneficio. Sin embargo, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe le concedió la jubilación. 

No obstante, informalmente se conoce que el Dr. Vigo ejerce la docencia desde hace aproximadamente 38 años; que prestó servicios en la Municipalidad de Santa Fe, y que trabajó en la profesión de abogado por un poco más de dos años.

Con todos estos servicios, podría llegar a cumplir los años requeridos por ley si apela a la reciprocidad jubilatoria, pero es dudoso que complete la edad exigida.  Tampoco resulta claro, de acuerdo a los convenios de reciprocidad,  el monto o cuantía del beneficio, es decir, lo que el beneficiario cobrará como pasivo, suma que pagará la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia. 

  

II - Sabemos que los sistemas de reciprocidad se establecieron para que los trabajadores afiliados a diferentes regímenes de jubilaciones pudieran completar los años de servicios para obtener el beneficio, y supone que en ninguno de ellos tiene el total de años trabajados. La suma de servicios no simultáneos se llama “totalización de servicios”. Estos sistemas se hacen necesarios en nuestro país por la fragmentación de los regímenes jubilatorios, e internacionalmente para garantizar los derechos de los trabajadores migrantes.

 

II.a - En nuestro país existen dos sistemas de reciprocidad:

II.a.1: El Decreto 9.316/46, varias veces modificado, siendo la última modificación la del Artículo 168 de la Ley 24.241, que establece que la Caja Jubiladora (la que otorgará la prestación) es aquella en la que se tengan más años de afiliación (“Será organismo otorgante de la prestación cualquiera de los comprendidos en el sistema de reciprocidad, en cuyo régimen se acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicio con aporte”). Esta Caja toma los servicios prestados en otras y los computa como si hubieran sido prestados bajo su régimen. La Caja jubiladora es la que determina la edad y cantidad de años requeridos, y paga el haber que ella establezca. Si el Dr. Vigo adhirió a este sistema, la Caja jubiladota hubiera tenido que ser ANSES por tener más años de servicios en ella. Pero si fuera así, no se hubiera podido jubilar porque ese régimen exige la edad de 65 años que el Dr. Vigo no tiene.

II.a.2: El otro sistema es el de la Resolución 363/81 de la Secretaría de Seguridad Social de la Nación, que vincula a los regímenes nacionales, provinciales y municipales con las Cajas Profesionales. El Artículo 2º permite optar por esta reciprocidad si  ingresa a la actividad con posterioridad al 1º de enero de 1981. Si por “actividad” se entiende también lo trabajado en la Provincia, el Dr. Vigo podría hacerlo, pero si se refiere a actividad “profesional”, no, porque según parece su trabajo profesional es anterior a esa fecha.

II.b - Para que el beneficiario pudiera elegir la Caja de jubilaciones y Pensiones de Santa Fe, debió adecuarse a la Resolución 363/81. Si así hubiere sido hecho, se encontrarían dos inconvenientes: 

II.b.1: La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Santa Fe tuvo que haber computado sólo 22 años y no 38, con lo cual la compensación de exceso de servicios con falta de edad tendría que haber sido por esos 22 años, siendo dudoso que esa sustitución alcance para los 3 años que, como mínimo, le faltarían de edad.

II.b.2: Y lo que es más gravoso, la Caja de Jubilaciones provincial no podría pagar el porcentaje del haber jubilatorio computando más de 30 años. En el caso de la Resolución 363/81, la ANSES pagaría proporcionalmente en relación a la cantidad de años de afiliado a ese régimen y por los sueldos percibidos en el mismo. 

III - No obstante lo dicho, la Caja de Jubilaciones de la Provincia reconoce los servicios nacionales como propios, lo que permite que el Dr. Vigo compense la falta de edad, y le paga por el total de esos servicios, sumando lo ganado en la Universidad. Es decir, que en este aspecto, la Caja provincial adecuaría la situación al Decreto 9316/46.

IV - En conclusión, hay aquí una mezcla de sistemas de reciprocidad para el mismo caso, lo que aparece como incorrecto y, además, como un modo de captar una jubilación con el mejor (máximo) haber posible. Si fuera así, existe un evidente perjuicio financiero para la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, y la apertura de una puerta para que casos similares fueran resueltos de la misma manera. 

Se dimensionan, así, las dudas que origina este caso. Para aclararlas y, en su caso, verificar si la Caja de Jubilaciones y Pensiones actuó legalmente, se hace necesario contar con el expediente que contiene el proceso de la jubilación comentada, como así también el informe de las Cajas de Jubilaciones y Pensiones de la Municipalidad de Santa Fe, de la de Seguridad Social de Abogados y Procuradores, y de la ANSES, para conocer en qué carácter reconocieron los respectivos servicios y bajo qué régimen de reciprocidad.

Entendemos que casos como el planteado merecen la atención de esta Cámara como integrante de los Poderes del Estado. La indiferencia no es posible cuando se trata de la administración del Estado, porque relativizaría la autoridad gubernamental, desvalorizando la legalidad de su actuación, legalidad que, precisamente, está a cargo de esta Legislatura, y con su incumplimiento, lo que es más lamentable, afectaría la legitimidad de sus poderes atribuidos por el pueblo.

Tal vez sea redundante aclarar que la actividad de la Administración está determinada por la Ley (prohibición de arbitrariedad), y que ella puede hacer sólo lo que ésta le autoriza, si no fuera precisamente por la aparición de estos casos que señalan las circunstancias oportunas para hacerlo notar. Si la administración está sujeta a la ley como limitación previa a su actuación, también es un deber del legislador controlar a posteriori esa actividad, tal vez no en general, pero si en los casos en donde se pone en duda la legalidad, porque de esa manera se pone en funcionamiento el principio del control cívico. Máxime, cuando en el caso se encuentran involucradas personas de evidente relevancia pública, organismos de previsión social muy sensibles para la percepción de sus afiliados, y hechos que ya han adquirido conocimiento público.
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